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Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual

Sala Especializada en Protección al Consumidor

Resolución 1596-2019/SPC-Indecopi

Expediente 1168-2017/CC2

Procedencia: Comisión de Protección al Consumidor - Sede Lima Sur N.° 2

Procedimiento: De parte

Denunciantes: Janina de Los Milagros Oblitas Carranza

Edwin Milton Figueroa Cabellos

Denunciada: Inmobiliaria Solimar S.A.C.

Materia: Deber de idoneidad

Actividad: Actividades inmobiliarias

Sumilla: Se revoca la resolución venida en grado, en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra Inmobiliaria Solimar S.A.C., por infracción de los artículos 1° y 2° del Código de Protección y Defensa del Consumidor; y, en consecuencia, se declara infundada la misma. Ello, en tanto quedó acreditado que la denunciada no se encontraba obligada a informar a la sociedad conyugal sobre la inscripción de dos (2) embargos por el importe de US$ 15.000,00 en las partidas registrales en donde se desarrollaba el proyecto inmobiliario. En ese sentido, se deja sin efecto la multa impuesta, las medidas correctivas ordenadas, el pago de las costas y costos del procedimiento y la inscripción de la denunciada en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi respecto de dicho extremo.

Asimismo, se declara la nulidad parcial de la resolución venida en grado, en el extremo que imputó y se pronunció, respectivamente sobre el hecho consistente en no brindar información sobre la fecha de entrega del inmueble, como presunta infracción de los artículos 1° y 2° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, siendo que correspondía analizar dicho hecho como presunta infracción del artículo 78 del mismo cuerpo normativo.

En vía de integración, se declara fundada la denuncia interpuesta contra Inmobiliaria Solimar S.A.C., por infracción del artículo 78 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. Ello, en tanto quedó acreditado que no consignó en el contrato preparatorio de compraventa de bien futuro la información sobre la fecha de entrega del bien inmueble.

Sanción: 1 UIT

Lima, 14 junio del 2019

Antecedentes

1. El 20 de setiembre del 2017, el señor Edwin Milton Figueroa y la señora Janina de los Milagros Oblitas Carranza (en adelante, la sociedad conyugal) denunciaron a Inmobiliaria Solimar S.A.C.1 (en adelante, Solimar), ante la Comisión de Protección al Consumidor - Sede Lima Sur N.° 2 (en adelante, la Comisión) por presunta infracción de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor (en adelante, el Código), en atención a los siguientes hechos:

(i) El 11 de setiembre del 2016, suscribió con Solimar un contrato preparatorio de compraventa de bien inmueble futuro ubicado en el Poblado Campestre Solimar por el monto de US$ 51.900,00, pagando por concepto de separación el monto de US$ 10.380,00;

(ii) en el referido documento se indicó que al inmueble matriz en donde se realizaría el proyecto, se acumularían dos (2) lotes inscritos en las partidas registrales N.° 11024031 y 40003239, circunstancia que estaba en proceso de independización;

(iii) si bien personal de Solimar le ofreció que la entrega del inmueble estaría programada para diciembre del 2018, en el contrato preparatorio de compraventa no se estipulaba una fecha cierta de entrega;

(iv) ante el lento avance de las obras, indagó sobre la posible fecha de entrega del inmueble; sin embargo, tomó conocimiento que la denunciada no contaba con autorización municipal para construir;

(v) luego de recibido el modelo de contrato definitivo, verificó las partidas registrales de los inmuebles acumulados y se dio con la sorpresa que constaban inscritos, con posterioridad a la separación del lote, dos (2) embargos en forma de inscripción cada uno por la suma de US$ 15.000,00; generándole dudas sobre la entrega del inmueble debidamente saneado;

(vi) el 28 de junio del 2017, se reunió con personal de Solimar, solicitando el desistimiento de la compra y la devolución de lo pagado; no obstante, le indicaron que no procedía la devolución y que la entrega del inmueble se realizaría en diciembre del 2018, sin contar con garantía de la efectiva entrega del inmueble ni del levantamiento de los embargos existentes;

(vii) el 17 de julio del 2017, envió Carta Notarial formalizando su solicitud; sin embargo, dicha misiva nunca fue respondida; y,

(viii) el 24 de agosto del 2017, se reunió nuevamente con personal de la denunciada para solucionar el problema; no obstante, le requirió pagar las cuotas más los intereses correspondientes adeudados desde el mes de abril; por lo que enviaron una Carta Notarial el 4 de setiembre del 2017 solicitando nuevamente el desistimiento de la compra y la devolución de lo pagado, sin haber obtenido respuesta.

2. Los denunciantes solicitaron como medida correctiva que se ordene a la denunciada la devolución del monto pagado ascendente a US$ 10.380,00 por concepto de cuota inicial.

3. El 11 de julio del 2018, Solimar presentó sus descargos señalando lo siguiente:

(i) El contrato suscrito con la sociedad conyugal sería uno preparatorio y no de compraventa, por lo que la fecha de entrega se establecería en el contrato definitivo, documento que no lo logró firmar en tanto los denunciantes exigían acuerdos distintos a los pactados inicialmente;

(ii) las medidas cautelares en forma de embargo fueron inscritas el 2 de junio del 2017, es decir, con posterioridad a la celebración del contrato preparatorio, por lo que no se podía informar al momento de su suscripción;

(iii) se le indicó que la medida cautelar no afectaría el lote adquirido, en tanto estaba realizado los trámites necesarios para su levantamiento; asimismo, el Juzgado que interpuso dicha medida cautelar resolvió levantar la medida cautelar, ingresando a Registros Públicos los partes del levantamiento;

(iv) el proyecto inmobiliario contaba con aprobación de la Municipalidad de Paracas, donde se mencionaba la autorización para ejecutar obras;

(v) cumplió con atender oportunamente las cartas notariales enviadas por la sociedad conyugal mediante correo electrónico del 19 de julio y 6 de octubre del 2017; y,

(vi) no se condicionó la suscripción del contrato definitivo con el pago de las cuotas; por el contrario, se modificó el mismo a pesar de que en el contrato preparatorio se estipulaba que se suscribiría al cancelar el total del precio de venta.

4. Mediante Resolución 2536-2018/CC2 del 30 de octubre del 2018, la Comisión emitió el siguiente pronunciamiento:

(i) Declaró improcedente, por falta de interés para obrar, la denuncia interpuesta contra Solimar por infracción de los artículos 18 y 19 del Código, en el extremo referido a la negativa de devolución del importe cancelado por la sociedad conyugal por concepto de separación de inmueble;

(ii) declaró fundada la denuncia interpuesta contra Solimar por infracción de los artículos 1° y 2° del Código, en tanto: (a) no informó a la sociedad conyugal que en la partida registral del lote adquirido constaba inscritos embargos en forma de inscripción por el importe ascendente a US$ 15.000,00; sancionándola con una multa de 2 UIT por dicho hecho; y, (b) no informó a la sociedad conyugal sobre la fecha de entrega del lote en el contrato preparatorio de compraventa de bien futuro2; sancionándola con una multa de 2 UIT por dicho hecho;

(iii) declaró improcedente la denuncia interpuesta contra Solimar por presunta infracción de los artículos 18 y 19 del Código, en el extremo referido a que la denunciada no contaría con autorización para ejecutar las obras en el proyecto inmobiliario, en tanto la competencia para sancionar dicho hecho recaía en la Municipalidad Distrital de Paracas;

(iv) declaró infundada la denuncia interpuesta contra Solimar por presunta infracción de los artículos 18 y 19 del Código, en tanto no quedó acreditado que: (a) no habría atendido las Cartas Notariales del 17 de julio y 4 de setiembre del 2017; y, (b) habría condicionado la continuidad de la compra del inmueble al previo pago de cuotas más intereses desde el mes de abril del 2017, pese a que no correspondía;

(v) ordenó a Solimar, en calidad de medida correctiva reparadora que, en un plazo máximo de quince (15) días hábiles contado a partir del día siguiente de notificada la resolución, cumpla con: (a) devolver el pago que efectuó la sociedad conyugal más los intereses legales correspondientes desde la fecha que efectuó el pago hasta la efectiva devolución; (b) anular y devolver las letras de cambio suscritas por la sociedad conyugal; y (c) dejar sin efecto el contrato preparatorio de compraventa de bien futuro del 11 de setiembre del 2016;

(vi) condenó a Solimar al pago de las costas y costos del procedimiento a favor de la sociedad conyugal; y,

(vii) dispuso la inscripción de Solimar en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi (en adelante, el RIS)

5. El 18 de diciembre del 2018, Solimar apeló la Resolución 2536-2018/CC2, en los extremos que le fue desfavorable, señalando los siguientes argumentos:

(i) Al momento de la suscripción del contrato preparatorio no existía la inscripción de los embargos anotados en las partidas registrales de los inmuebles matrices del proyecto, por lo que a dicha fecha no se podía informar dicha circunstancia; aun así, cumplió con informar a los denunciantes sobre las medidas cautelares el mismo mes en que se inscribieron. Además, la propia sociedad conyugal alegó su conocimiento después de una reunión llevada a cabo en su oficina;

(ii) realizó los actos necesarios para el levantamiento de las medidas cautelares y el cumplimiento del contrato preparatorio; asimismo, el juzgado que interpuso dicha medida cautelar resolvió levantar la medida cautelar, ingresando a Registros Públicos los partes del levantamiento;

(iii) el contrato preparatorio no sería un contrato de compraventa, en tanto existía el compromiso de celebrar un contrato definitivo, en el cual se establecía el precio de venta, la forma de pago y la fecha de entrega.

Asimismo, aun en el contrato definitivo, las partes podían pactar condiciones suspensivas para la entrega del bien objeto del contrato; y,

(iv) los denunciantes habrían tomado conocimiento y aceptaron en todos sus términos las condiciones establecidas en el contrato preparatorio y en el formulario de verificación, no habiendo observado en ningún momento los referidos documentos.

6. El 25 de febrero del 2019, la sociedad conyugal absolvió el recurso de apelación presentado por Solimar, solicitando se confirme la resolución de primera instancia.

Análisis

Cuestión previa

7. Antes de efectuar el análisis de fondo correspondiente, se debe precisar que el análisis de la Resolución 2536-2018/CC2, se limitará a los extremos impugnados por Solimar (extremos que se declaró fundada la denuncia en su contra) en su recurso de apelación.

8. En tal sentido, considerando que la sociedad conyugal no apeló en su oportunidad la Resolución 2536-2018/CC2, en los extremos que se declaró improcedente e infundada la denuncia interpuesta, se deja constancia que han quedado consentidos.

Sobre el deber de información

9. El artículo 1°.1 literal b) del Código3, señala que los consumidores tienen derecho a acceder a información oportuna, suficiente, veraz y fácilmente accesible, relevante para tomar una decisión o realizar una elección de consumo que se ajuste a sus intereses, así como para efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o servicios.

10. En esa línea, el artículo 2°.1 del Código4 establece el deber que tienen los proveedores de ofrecer al consumidor toda la información relevante para tomar una decisión o realizar una elección adecuada de consumo, así como para efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o servicios. Asimismo, el artículo 2°.2 de la citada norma5, dispone que la información brindada deberá ser veraz, suficiente, apropiada y muy fácilmente accesible al consumidor o usuario, toda la información sobre los productos o servicios ofertados para tomar una decisión que se ajuste a sus intereses.

11. La información genera certidumbre y facilita el comportamiento del consumidor permitiéndole conocer sus derechos y obligaciones; y, prever posibles contingencias y planear determinadas conductas6. Sin embargo, ello no significa que los proveedores estén obligados a brindar todo tipo de información a los consumidores bajo el derecho a la información señalado, pues ninguna ley ampara el abuso de derecho.

12. Cabe agregar que, la información es un proceso de naturaleza dinámica y que, por tanto, no es exigible únicamente al momento de la configuración de la relación de consumo. Así, en atención al deber de información que recae sobre los proveedores, el consumidor requerirá conocer toda aquella información relevante y suficiente referida a los bienes y servicios contratados a efectos de corroborar los términos en los que el proveedor le entregó un bien o brindó un servicio a fin de que pueda formular los reclamos que considere pertinentes o hacer valer sus derechos ante las instancias pertinentes, en caso se produjera algún tipo de controversia.

13. La Comisión declaró fundada la denuncia interpuesta contra Solimar, en este extremo, por infracción de los artículos 1° y 2° del Código, en tanto no informó a la sociedad conyugal que en la partida registral del lote adquirido constaba inscritos dos (2) embargos en forma de inscripción por el importe ascendente a US$ 15.000,00.

14. En su apelación, Solimar señaló que al momento de la suscripción del contrato preparatorio no existía la inscripción de los embargos anotados en las partidas registrales de los inmuebles matrices del proyecto, por lo que a dicha fecha no podía informar dicha circunstancia; aun así, cumplió con informar a los denunciantes sobre las medidas cautelares el mismo mes en que se inscribieron. Además, la propia sociedad conyugal alegó su conocimiento después de una reunión llevada a cabo en su oficina. Agregó que realizó los actos necesarios para el levantamiento de las medidas cautelares y el cumplimiento del contrato preparatorio; asimismo, el Juzgado que interpuso dicha medida cautelar resolvió levantar la misma, ingresando a Registros Públicos los partes del levantamiento.

15. Obra en el expediente, el contrato preparatorio de compraventa de bien futuro celebrado por la sociedad conyugal y Solimar el 11 de setiembre del 20167, en cuya Cláusula Primera consta el rubro “Antecedentes” señalando lo siguiente:

“(...) 1. Antecedentes

En la actualidad el poblado desarrolla un proyecto de Habilitación Urbana Residencial 2 denominado “Poblado Campestre Solimar” aprobado con Resolución de Alcaldía N.° 585-2015-MDP/ALC, que estará conformado por 615 lotes de terreno, zonas públicas y zonas comunes; asimismo, tendrá un especio de esparcimiento denominado Casa Club e instalaciones recreativas al cual tendrán acceso los propietarios de los lotes del proyecto en mención. Dicho proyecto se desarrollará en un terreno conformado por el inmueble de 23,6598 has. Ubicado en el Lote 1-C El Despertar, Sector Santa Cruz de Lanchas, distrito de Paracas, provincia de Pisco, departamento de Ica, debidamente inscrito en la Partida N.° 11024031 del Registro de Sección Especial de Predios Rurales, Zona Registral N.° XI, Sede Ica, Oficina Registral de Pisco, a nombre de el poblado y el inmueble colindante denominado Fundo Las Anas que corre inscrito dentro de un área mayor de extensión en la Partida N.° 40003239 del Registro de Sección Especial de Predios Rurales, Zona Registral N.° XI, Sede Ica, Oficina Registral de Pisco, sobre el que el poblado tiene la propiedad del veintisiete punto seis por ciento de las acciones y derechos. Este inmueble se encuentra en proceso de independización y posterior acumulación registral a nombre de el poblado (...)” (subrayado y resaltado)

16. Asimismo, obra en el expediente copia del asiento D00003 de la Partida Registral N.° 110240318, en donde consta inscrita la medida cautelar de embargo por la totalidad de derechos y acciones correspondientes a Solimar hasta por la suma de US$ 15.000,00; asimismo, también consta la copia del asiento D00001 de la partida registral N.° 400032399, en donde consta inscrita la medida cautelar de embargo por la totalidad de derechos y acciones correspondientes a Solimar hasta por la suma de US$ 15.000,00. Cabe señalar que ambas inscripciones fueron realizadas el 2 de junio del 2017.

17. Obra también en el expediente, el correo electrónico del 28 de junio del 2017 enviado por la sociedad conyugal10 al personal de Solimar, en donde solicitan la resolución del contrato preparatorio de compraventa y la devolución de los US$ 10.380,00 pagados por separación del lote, en tanto tomaron conocimiento de la existencia de las inscripciones de los embargos en forma de inscripción en las partidas registrales en donde se desarrollaba el proyecto.

18. De la valoración conjunta de los medios probatorios mencionados en los párrafos anteriores, esta Sala puede afirmar que, a la fecha de la suscripción del contrato preparatorio de compraventa de bien futuro –11 de setiembre del 2016– no existía la inscripción de las medidas cautelares de embargo en las partidas registrales de los inmuebles en donde se desarrollaba el proyecto inmobiliario –inscritas el 2 de junio del 2017– por lo que resultaba materialmente imposible que la denunciada comunicara dicha circunstancia a la sociedad conyugal en dicho momento, máxime si se tiene en consideración que, de conformidad con lo previsto en el artículo 637 del Código Procesal Civil, las medidas cautelares se dictan inaudita altera pars; es decir, que son solicitadas y dictadas sin previo conocimiento de la parte afectada con ellas a quien recién se le notifica de su existencia luego de ejecutada la medida cautelar.

19. Ahora, la propia sociedad conyugal alegó expresamente en su escrito de denuncia11, que tomó conocimiento de las medidas cautelares de embargo, a través de la inscripción de los asientos registrales realizada el 2 de junio del 2017 en las partidas en donde se desarrollaba el proyecto inmobiliario, por lo que este colegiado considera que en virtud de lo descrito, y teniendo en consideración que, Solimar sólo podía conocer de la existencia de las medidas cautelares luego de encontrarse inscritas las mismas, no se encontraba obligada a informar dicha circunstancia a los denunciantes, ello de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2012 del Código Civil –Principio de Publicidad Registral–12, que establece expresamente que se presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda persona tiene conocimiento del contenido de las inscripciones que obran en los registros públicos.

20. Por las consideraciones antes expuestas, este colegiado considera que corresponde revocar la resolución venida en grado, en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra Solimar, por infracción de los artículos 1° y 2° del Código; y, en consecuencia, declarar infundada la misma, en tanto quedó acreditado que la denunciada no se encontraba obligada a informar a la sociedad conyugal sobre la inscripción de dos (2) embargos por el importe de US$ 15.000,00, en las partidas registrales en donde se desarrollaba el proyecto inmobiliario.

21. En ese sentido, se deja sin efecto la multa impuesta de 2 UIT, las medidas correctivas ordenadas, el pago de las costas y costos del procedimiento y la inscripción de la denunciada en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi respecto de dicho extremo.

Sobre la nulidad parcial de la Resolución 2536-2018/CC2

22. El artículo 10 del Texto Único Ordenado de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General (en adelante, TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General), contempla entre las causales de nulidad del acto administrativo el defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez13. Asimismo, el artículo 3° de la citada norma establece como requisito de validez de los actos administrativos, que el mismo sea dictado bajo la observancia del desarrollo de un procedimiento regular14.

23. Los procedimientos administrativos seguidos ante los órganos resolutivos del Indecopi, son procedimientos sujetos a la observancia de diversos principios comprendidos en el Artículo IV del Título Preliminar del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General, siendo que, dentro de la relación comprendida en el mismo, se encuentra el principio de debido procedimiento, según el cual los administrados gozan de los derechos y garantías implícitos al debido procedimiento administrativo. Tales derechos y garantías comprenden, los derechos a ser notificados; a acceder al expediente; a refutar los cargos imputados; a exponer argumentos y a presentar alegatos complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso de la palabra, cuando corresponda; a obtener una decisión motivada, fundada en derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo razonable; y, a impugnar las decisiones que los afecten15.

24. En virtud al referido principio, la autoridad administrativa tiene la obligación de motivar las resoluciones y actos administrativos emitidos, exponiendo las razones jurídicas y normativas que justifican la decisión adoptada y pronunciándose sobre los pedidos y alegatos expuestos por las partes a lo largo del procedimiento.

25. De igual manera, el artículo 5°.4 del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General dispone que el contenido de un acto administrativo debe comprender todas las cuestiones de hecho y derecho planteadas por los administrados en el procedimiento16.

26. El principio de congruencia se sustenta en el deber de la administración de emitir un pronunciamiento respecto de todos los planteamientos formulados por los administrados, sea para acogerlos o desestimarlos, de modo tal que mediante la resolución que decida sobre dicha pretensión la administración emita íntegramente opinión sobre la petición concreta de los administrados.

27. Un objeto o contenido irregular será aquel que es incongruente con las cuestiones planteadas por los administrados. De esto último se deriva la exigencia del deber de congruencia entre lo alegado por las partes y lo resuelto por el juzgador17.

28. Es necesario recordar que la formulación de cargos constituye un trámite esencial del procedimiento sancionador, por cuanto permite a la entidad administrativa determinar los puntos controvertidos que serán materia de análisis en el procedimiento e informar a los administrados de los hechos imputados y su calificación como ilícitos para que estos puedan ejercer su derecho a defensa18.

29. La sociedad conyugal denunció a Solimar en tanto si bien su personal le ofreció como fecha de entrega del inmueble en diciembre del 2018, se percató que en el contrato preparatorio de compraventa no se informó la fecha de entrega del bien inmueble19.

30. En atención a ello, si bien en la Resolución 1 del 2 de noviembre del 2017, la Secretaría Técnica de la Comisión admitió a trámite la denuncia interpuesta contra Solimar por presunta infracción de los artículos 18 y 19 del Código, en tanto habría remitido a la sociedad conyugal un contrato de compraventa que consignaba que el inmueble sería entregado el 31 de diciembre del 2019; es decir, con un plazo adicional al ofrecido inicialmente, en la Resolución 2536-2018/CC2 se realizó una cuestión previa, determinándose que el hecho denunciado realmente habría sido la falta de información a la sociedad conyugal sobre la fecha de entrega del lote, lo cual fue imputado en dicho sentido por infracción de los artículos 1° y 2° del Código.

31. Al respecto, esta Sala aprecia que la conducta referida a que en el contrato preparatorio de compraventa no se informaba sobre la fecha de entrega del bien inmueble; debía de ser analizada, en aplicación del principio de especialidad, por presunta infracción del artículo 78 del Código, en la medida que la denuncia se encuentra referida a información que tenía que contener el contrato de compraventa; y, no por las infracciones de los artículos 1° y 2° del Código, en tanto éstas últimas hacen últimas hacen referencia al deber de información en general.

32. En ese sentido, este Colegiado considera que la resolución venida en grado, incurrió en una causal de nulidad, por haber incumplido uno de los requisitos de validez señalados en el artículo 3° del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General, referido al procedimiento regular que debe preceder a la generación de todo acto administrativo.

33. Por lo antes expuesto, corresponde declarar la nulidad parcial de la resolución venida en grado, en el extremo que imputó y se pronunció, respectivamente sobre el hecho consistente en no brindar información sobre la fecha de entrega del inmueble, como presunta infracción de los artículos 1° y 2° del Código, siendo que correspondía analizar dicho hecho como presunta infracción del artículo 78 del mismo cuerpo normativo.

34. No obstante, en aplicación del artículo 227 del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General20, teniendo en cuenta que la nulidad invocada no ha vulnerado el derecho de defensa de la denunciada21, corresponde pronunciarse, en vía de integración, sobre la materia de fondo referida a que en el contrato preparatorio de compraventa no se establecía la fecha de entrega del bien inmueble.

Sobre la entrega de información mínima relativa a los productos o servicios inmobiliarios

35. El artículo 78 del Código establece la información mínima que deben brindar los proveedores del sector inmobiliario, distinguiéndose dos (2) grupos de información determinados en función al momento previo a la contratación y al mismo acto en que se suscribe el contrato de compraventa (siendo que en este último se distinguen dos tipos de información exigida dependiendo de si el inmueble adquirido tiene la calidad de bien futuro o ya se encuentra edificado).

36. Así, el inciso 1) del artículo 78 del Código, regula que los proveedores deben establecer, implementar y mantener procedimientos para evidenciar que el contrato sea accesible y contenga como mínimo la siguiente información: i) identificación de las partes contratantes, ii) identificación de la partida registral del inmueble; en los casos de bien futuro, del inmueble matriz; iii) plazo, fecha o condiciones expresas de entrega del inmueble y penalidades por incumplimiento que se hubieran pactado; entre otros22.

Sobre la fecha de entrega del inmueble

37. La sociedad conyugal denunció a Solimar en tanto se percataron que en el contrato preparatorio de compraventa no se establecía la fecha de entrega del bien inmueble.

38. En su apelación, Solimar señaló que:

(i) El contrato preparatorio no sería un contrato de compraventa, en tanto existía el compromiso de celebrar un contrato definitivo, en el cual se establecía el precio de venta, la forma de pago y la fecha de entrega. Asimismo, aun en el contrato definitivo, las partes podían pactar condiciones suspensivas para la entrega del bien objeto del contrato; y,

(ii) los denunciantes habrían tomado conocimiento y aceptado en todos sus términos las condiciones establecidas en el contrato preparatorio y en el formulario de verificación, no habiendo observado en ningún momento los referidos documentos.

39. Obra en el expediente el contrato preparatorio de compraventa de bien futuro celebrado por la sociedad conyugal y Solimar el 11 de setiembre del 2016 conforme fue detallado en el numeral 16 de la presente resolución, en el cual, conforme a lo señalado por la sociedad conyugal, no se establece la fecha de entrega del bien inmueble.

40. Respecto del primer alegato de la denunciada referido a que el contrato preparatorio no era un contrato de compraventa y que recién en éste último se establecería la fecha de entrega, conforme a lo ya señalado anteriormente por este Colegiado23, cabe tener presente que, el artículo 45 del Código define a los contratos de consumo como la relación jurídica patrimonial en la cual intervienen un consumidor y un proveedor para la adquisición de productos o servicios a cambio de una contraprestación económica.

41. Asimismo, el Principio de Primacía de la Realidad establece que, en la determinación de la verdadera naturaleza de las conductas, se consideran las situaciones y relaciones económicas que efectivamente se realicen, persigan o establezcan; siendo que la forma de los actos jurídicos utilizados en la relación de consumo no enerva el análisis que la autoridad efectúe sobre los verdaderos propósitos de la conducta que subyacen al acto jurídico que la expresa.

42. Bajo estas premisas normativas, al margen del membrete o denominación que pudiera consignar el proveedor a sus contratos, así como la forma o tipo de contrato; de la revisión del documento contractual suscrito entre los denunciantes y Solimar se evidencia que este tiene las características de un contrato de compraventa de bien futuro (identificación del bien, precio, forma de pago, resolución contractual, penalidad, entre otros); por tanto, resulta aplicable al proveedor las exigencias mínimas de información agrupadas en el inciso 1) del artículo 78 del contrato.

43. Considerar lo contrario en este caso traería como consecuencia que el contrato preparatorio suscrito entre la sociedad conyugal y Solimar no sea considerado un contrato de consumo, se vaciaría de contenido el Principio de Primacía de la Realidad y se dejaría desprotegido a los consumidores del mercado inmobiliario sobre la información mínima que deben proporcionarles los proveedores de dicho sector económico.

44. Teniendo en cuenta que se evidencia que el contrato preparatorio de compraventa ostenta las características de un contrato de compraventa de bien futuro, conforme a lo señalado en los párrafos precedentes de la presente resolución, resulta aplicable al proveedor las exigencias mínimas de información agrupadas en el inciso 1) del artículo 78 del contrato.

45. En ese sentido, el literal g) inciso 1) del artículo 78 del Código, establece que el contrato de compraventa debe contener el plazo, fecha o condiciones expresas de entrega del inmueble. No obstante, de la revisión del contrato suscrito por los denunciantes no se observa ninguna mención sobre los supuestos que deben cumplirse para la entrega del bien a adquirir, tal como la indicación de una fecha expresa, el plazo que empezaba a contabilizarse a partir del cumplimiento de cierta condición o circunstancia análoga.

46. Respecto al alegato de Solimar referido a que los denunciantes tomaron conocimiento y aceptaron en todos sus términos las condiciones establecidas en el contrato preparatorio y en el formulario de verificación, no habiendo observado en ningún momento los referidos documentos; cabe señalar que, ello no exime de responsabilidad administrada a la denunciada por la falta de cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 78 del Código, referidos a las condiciones mínimas que tiene que tener un contrato de compraventa de bien inmueble, por lo que corresponde desestimar dicho alegato.

47. Por tanto, esta Sala considera que corresponde declarar fundada la denuncia interpuesta contra Solimar por infracción del artículo 78 del Código, en tanto quedó acreditado que no consignó en el contrato preparatorio de compraventa de bien futuro la información sobre la fecha de entrega del bien inmueble.

Sobre la medida correctiva

48. El artículo 114 del Código establece la facultad que tiene el Indecopi para dictar medidas correctivas reparadoras y complementarias a los proveedores a favor de los consumidores24.

49. Las medidas correctivas reparadoras tienen por objeto resarcir las consecuencias patrimoniales directas e indirectas ocasionadas por la infracción administrativa25, mientras que las complementarias tienen por objeto revertir los efectos de la conducta infractora o evitar que esta se produzca nuevamente en el futuro26.

50. La Sala mediante la presente resolución, ha declarado la nulidad parcial de la resolución venida en grado; y, en vía de integración, ha declaró fundada la denuncia interpuesta contra Solimar por infracción del artículo 78 del Código, en tanto quedó acreditado que la denunciada no consignó en el contrato preparatorio de compraventa la fecha de entrega del inmueble, por lo cual corresponde dictar la medida correctiva correspondiente.

51. Si bien en su escrito de denuncia, la sociedad conyugal solicitó en calidad de medida correctiva la devolución del monto pagado ascendente a US$ 10.380,00 por concepto de cuota inicial; cabe señalar que no corresponde amparar dicha solicitud, en la medida que el extremo referido a la presunta falta de información de la inscripción de las medidas cautelares de embargo en las partidas registrales del proyecto inmobiliario ha sido revocado a infundada en el presente pronunciamiento.

52. Por lo cual, esta Sala considera que, en calidad de medida correctiva, corresponde ordenar a Solimar que, en un plazo de quince (15) días hábiles, contados a partir del día siguiente de notificada la presente resolución, cumpla con consignar en el contrato preparatorio de compraventa, mediante una adenda o documento análogo al mismo, la fecha de entrega del bien inmueble.

53. Se informa a Solimar que deberá presentar a la Comisión los medios probatorios que acrediten el cumplimiento de la medida correctiva ordenada; ello en el plazo máximo de cinco (5) días hábiles contado a partir del vencimiento del plazo otorgado para tal fin; bajo apercibimiento de imponer una multa coercitiva conforme a lo establecido en el artículo 117 del Código27. De otro lado, se informa a la sociedad conyugal que –en caso se produzca el incumplimiento del mandato– podrá comunicarlo a la Comisión, la cual evaluará la imposición de la multa coercitiva por incumplimiento de medida correctiva conforme a lo establecido en el numeral 4.11 de la Directiva 006-2017/DIR-COD-Indecopi28.

Sobre la graduación de la sanción

54. El artículo 112 del Código establece los criterios para determinar la sanción aplicable al infractor de las normas de protección al consumidor tales como el beneficio ilícito esperado por la realización de la infracción y los efectos que se pudiesen ocasionar en el mercado, la naturaleza del perjuicio causado, la conducta del infractor a lo largo del procedimiento, la reincidencia o incumplimiento reiterado y, otros criterios que considere adoptar la Comisión29.

55. Las sanciones de tipo administrativo tienen por principal objeto disuadir o desincentivar la realización de infracciones por parte de los administrados. Así, el fin de las sanciones es, en último extremo, adecuar las conductas al cumplimiento de determinadas normas.

56. A efectos de graduar la sanción a imponer, el TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General recoge dentro de los principios de la potestad sancionadora el de Razonabilidad,30 según el cual la autoridad administrativa debe asegurar que la magnitud de las sanciones sea mayor o igual al beneficio esperado por los administrados por la comisión de las infracciones. Como parte del contenido implícito del Principio de Razonabilidad, se encuentra el Principio de Proporcionalidad, el cual supone una correspondencia entre la infracción y la sanción, con interdicción de medidas innecesarias o excesivas.

57. En relación con este principio, la doctrina sostiene que las autoridades deben prever que la conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas pues de lo contrario se propiciaría la comisión de tales infracciones dada la rentabilidad de su comisión.31 Así, las sanciones administrativas cumplirán su propósito de desincentivar la realización de infracciones administrativas sólo si la cuantía o magnitud de ellas supera o iguala el beneficio esperado por los administrados por la realización de tales infracciones.

58. En el presente caso, teniendo en cuenta que esta Sala ha determinado la responsabilidad de Solimar al no haber consignado en el contrato preparatorio de compraventa la fecha de entrega del inmueble, corresponde imponer una sanción a dicha denunciada, en atención a los siguientes criterios de graduación:

(i) Beneficio ilícito, representado por el ahorro obtenido al no haber implementado los mecanismos para consignar la información relativa a la fecha de entrega del bien inmueble a ser adquirido por los denunciantes.

(ii) Probabilidad de detección, alta, en la medida que se trata de una infracción cuya constatación de los hechos se verifica objetivamente al revisar el contrato suscrito entre las partes.

(iii) Efectos generados en el mercado, referidos a la desconfianza que conductas como la verificada en el presente caso genera en los consumidores del sector inmobiliario, siendo que, ante hechos como el denunciado, podrían asumir que el proveedor no cumple con brindar la información mínima que le exige el Código valiéndose de fórmulas contractuales para evadir su responsabilidad frente a los consumidores.

59. Adicionalmente, en atención al Principio de Predictibilidad32, corresponde determinar el monto de la multa a imponer en el presente caso de forma congruente con otras sanciones establecidas en procedimientos en los que se ha verificado infracciones similares.

60. Así, se ha verificado que, en procedimientos anteriores iniciados como consecuencia del incumplimiento de brindar información mínima conforme a lo establecido en el artículo 78 del Código, la Sala ha impuesto sanciones ascendentes a 1 UIT33 por cada ítem de información no brindada, por lo que este Colegiado considera que corresponde sancionar a Solimar con una multa de una 1 UIT.

61. En atención a los criterios expuestos previamente, este Colegiado considera que corresponde sancionar a Solimar con una multa de una 1 UIT, por infracción del artículo 78 del Código, por no haber cumplido con brindar información en el contrato preparatorio de compraventa de bien futuro, sobre la fecha de entrega del inmueble a ser adquirido por los denunciantes.

Sobre la condena de las costas y costos del procedimiento

62. De conformidad con lo establecido por el artículo 7° del Decreto Legislativo 807, Ley Sobre Facultades, Normas y Organización del Indecopi, la Comisión y la Sala pueden ordenar al infractor que asuma el pago de las costas y costos del procedimiento en que haya incurrido el denunciante o el Indecopi34.

63. El rembolso de las costas35 y costos36 en favor de la parte denunciante tiene por objeto devolverle los gastos que se vio obligada a realizar al acudir ante la administración para denunciar un incumplimiento de la ley.
64. En la medida que, en el presente caso se ha declarado la nulidad parcial de la resolución de primera instancia, y, en vía de integración se declaró fundada la denuncia respecto del incumplimiento de informar en el contrato preparatorio de compraventa de bien futuro, sobre la fecha de entrega del inmueble a ser adquirido por los denunciantes, corresponde ordenar a dicha denunciada que, en un plazo no mayor de cinco (5) días hábiles de notificada la presente resolución, cumpla con pagar a la sociedad conyugal las costas del procedimiento.

65. Sin perjuicio de ello y, de considerarlo pertinente, la sociedad conyugal podrá solicitar el reembolso de los montos adicionales en que hubiese incurrido para la tramitación del presente procedimiento, para lo cual deberá presentar una solicitud de liquidación de costos.

Sobre la inscripción de la denunciada en el RIS

66. De acuerdo a lo establecido en el artículo 119 del Código37, los proveedores que sean sancionados mediante resolución firme en sede administrativa quedan automáticamente registrados por el lapso de cuatro (4) años contados a partir de la fecha de dicha resolución, en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi.

67. Por tanto, en la medida que esta Sala ha declarado la responsabilidad administrativa de Solimar en el extremo referido al incumplimiento de consignar la fecha de entrega del inmueble en el contrato preparatorio de compraventa; corresponde ordenar su inscripción en el RIS.

Acción complementaria

68. De otro lado, tomando en cuenta la infracción acreditada, este Colegiado considera necesario poner en conocimiento del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento de conformidad con la Ley 29203, Ley que Crea la Central de Información de Promotores Inmobiliarios y/o Empresas Constructoras de Unidades Inmobiliarias38 la presente resolución.

Resuelve:

Primero: Revocar la Resolución 2536-2018/CC2 del 30 de octubre del 2018 emitida por la Comisión de Protección al Consumidor - Sede Lima Sur N.° 2, en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta por los señores Edwin Milton Figueroa Cabellos y Janina de los Milagros Oblitas Carranza contra Inmobiliaria Solimar S.A.C., por infracción de los artículos 1° y 2° de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor; y, en consecuencia, se declara infundada la misma. Ello, en tanto quedó acreditado que la denunciada no se encontraba obligada a informar a la sociedad conyugal sobre la inscripción de dos (2) embargos por el importe de US$ 15.000,00 en las partidas registrales en donde se desarrollaba el proyecto inmobiliario. En ese sentido, se deja sin efecto la multa impuesta de 2 UIT, las medidas correctivas ordenadas, el pago de las costas y costos del procedimiento y la inscripción de la denunciada en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi respecto de dicho extremo.

Segundo: Declarar la nulidad parcial de la Resolución 2536-2018/CC2, en el extremo que imputó y se pronunció, respectivamente, sobre el hecho consistente en no brindar información sobre la fecha de entrega del inmueble, como presunta infracción de los artículos 1° y 2° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, siendo que correspondía analizar dicho hecho como presunta infracción del artículo 78 del mismo cuerpo normativo.

Tercero: En vía de integración, se declara fundada la denuncia interpuesta por los señores Edwin Milton Figueroa Cabellos y Janina de los Milagros Oblitas Carranza contra Inmobiliaria Solimar S.A.C., por infracción del artículo 78 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. Ello, en tanto quedó acreditado que no consignó en el contrato preparatorio de compraventa de bien futuro la información sobre la fecha de entrega del bien inmueble.

Cuarto: Ordenar a Inmobiliaria Solimar S.A.C. en calidad de medida correctiva que, en un plazo de quince (15) días hábiles, contados a partir del día siguiente de notificada la presente resolución, cumpla con consignar en el contrato preparatorio de compraventa, mediante una adenda o documento análogo al mismo, la fecha de entrega del bien inmueble.

Se informa a Inmobiliaria Solimar S.A.C. que deberá presentar a la Comisión de Protección al Consumidor - Sede Lima Sur N.° 2, los medios probatorios que acrediten el cumplimiento de la medida correctiva ordenada; ello en el plazo máximo de cinco (5) días hábiles contado a partir del vencimiento del plazo otorgado para tal fin; bajo apercibimiento de imponer una multa coercitiva conforme a lo establecido en el artículo 117 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. Finalmente, se informa a los señores Edwin Milton Figueroa Cabellos y Janina de los Milagros Oblitas Carranza que –en caso se produzca el incumplimiento del mandato– podrán comunicarlo a la Comisión de Protección al Consumidor - Sede Lima Sur N.° 2, la cual evaluará la imposición de la multa coercitiva por incumplimiento de medida correctiva conforme a lo establecido en el numeral 4.11 de la Directiva 006-2017/DIR-COD-Indecopi.

Quinto: Sancionar a Inmobiliaria Solimar S.A.C. con una multa de 1 UIT por infracción del artículo 78 del Código de Protección y Defensa del Consumidor.

Sexto: Requerir a Inmobiliaria Solimar S.A.C.  el cumplimiento espontáneo de la multa impuesta en la presente resolución, bajo apercibimiento de iniciar el medio coercitivo específicamente aplicable, de acuerdo a lo establecido en el numeral 4 del artículo 203 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo N.° 004-2019-JUS39, precisándose, además, que los actuados serán remitidos a la Sub Gerencia de Ejecución Coactiva para los fines de ley en caso de incumplimiento.

Séptimo: Condenar a Inmobiliaria Solimar S.A.C. al pago de las costas y costos del procedimiento a favor de los señores Edwin Milton Figueroa Cabellos y Janina de los Milagros Oblitas Carranza, en el extremo referido al incumplimiento de indicar la fecha de entrega del inmueble en el contrato preparatorio de compraventa.

Octavo: Disponer la inscripción de Inmobiliaria Solimar S.A.C. en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi, respecto del extremo referido al incumplimiento de indicar la fecha de entrega del inmueble en el contrato preparatorio de compraventa.

Noveno: Remitir copia de la presente resolución al Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento de conformidad con la Ley 29203, Ley que crea la Central de Información de Promotores Inmobiliarios y/o Empresas Constructoras de Unidades Inmobiliarias.

Con la intervención de los señores vocales Javier Eduardo Raymundo Villa García Vargas, Juan Alejandro Espinoza Espinoza, Roxana María Irma Barrantes Cáceres y Oswaldo del Carmen Hundskopf Exebio.

Javier Eduardo Raymundo Villa García Vargas

Presidente

__________

1 RUC 20554867783 con domicilio fiscal ubicado en Calle Carpaccio 171 (esquina con calle Crivelli), Lima - San Borja

2 Al respecto cabe señalar que, si bien en la Resolución 1 del 2 de noviembre del 2017, la Secretaría Técnica de la Comisión, admitió a trámite la denuncia interpuesta contra Solimar por presunta infracción de los artículos 18 y 19 del Código, en tanto habría remitido a la sociedad conyugal un contrato de compraventa que consignaba que el inmueble sería entregado el 31 de diciembre del 2019; es decir, con un plazo adicional al ofrecido inicialmente, en la Resolución 2536-2018/CC2 se realizó una cuestión previa, determinándose que el hecho denunciado realmente habría sido la falta de información a la sociedad conyugal sobre la fecha de entrega del lote, lo cual fue imputado en dicho sentido por infracción de los artículos 1° y 2° del Código.

3 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 1°. - Derechos de los consumidores.

1.1 En los términos establecidos por el presente Código, los consumidores tienen los siguientes derechos:

(...).
b. Derecho a acceder a información oportuna, suficiente, veraz y fácilmente accesible, relevante para tomar una decisión o realizar una elección de consumo que se ajuste a sus intereses, así como para efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o servicios.

(...).

4 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 2°. - Información relevante.

2.1 El proveedor tiene la obligación de ofrecer al consumidor toda la información relevante para tomar una decisión o realizar una elección adecuada de consumo, así como para efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o servicios.

(...).

5 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 2°. - Información relevante.

(...).
2.2 La información debe ser veraz, suficiente, de fácil comprensión, apropiada, oportuna y fácilmente accesible, debiendo ser brindada en idioma castellano. (...).

6 Weingarten, Celia. Derecho del Consumidor, Editorial Universidad, Buenos Aires, 2007, p. 130.

7 En la foja 10 del expediente.

8 En la foja 33 del expediente.

9 En la foja 40 del expediente.

10 En fojas 47 y 48 del expediente.

11 Lo cual se demuestra, a través del correo electrónico del 28 de junio del 2017 enviado a Solimar a foja 47 y 48 del expediente.

12 Código Civil. Libro IX. Registros Públicos. Título I. Disposiciones Generales. Artículo 2012. - Se presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda persona tiene conocimiento del contenido de las inscripciones.

13 Texto Único Ordenado de la Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS. Artículo 10.- Causales de nulidad.

Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes:

(...).
2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo que se presente alguno de los supuestos de conservación del acto a que se refiere el artículo 14.

14 Texto Único Ordenado de la Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General aprobado por Decreto Supremo 004-209-JUS. Artículo 3º.- Requisitos de validez de los actos administrativos.

Son requisitos de validez de los actos administrativos:

(...).
5. Procedimiento regular. - Antes de su emisión, el acto debe ser conformado mediante el cumplimiento del procedimiento administrativo previsto para su generación.

15 Texto Único Ordenado de la Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS. Título Preliminar. Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo.

1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:

(...).
1.2. Principio del debido procedimiento. - Los administrados gozan de los derechos y garantías implícitos al debido procedimiento administrativo. Tales derechos y garantías comprenden, de modo enunciativo mas no limitativo, los derechos a ser notificados; a acceder al expediente; a refutar los cargos imputados; a exponer argumentos y a presentar alegatos complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso de la palabra, cuando corresponda; a obtener una decisión motivada, fundada en derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo razonable; y, a impugnar las decisiones que los afecten.

(...).
16 Texto Único Ordenado de la Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General aprobado por decreto supremo 004-2019-JUS. Artículo 5°. - Objeto o contenido del acto administrativo.

(...).
5.4 El contenido debe comprender todas las cuestiones de hecho y derecho planteadas por los administrados (...).
17 Texto Único Ordenado de la Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS. Artículo 198.- Contenido de la resolución.
(...).
198.2 En los procedimientos iniciados a petición del interesado, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por éste, sin que en ningún caso pueda agravar su situación inicial y sin perjuicio de la potestad de la administración de iniciar de oficio un nuevo procedimiento, si procede.

18 Texto Único Ordenado de la Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS. Artículo 3°. - Requisitos de validez de los actos administrativos. Son requisitos de validez de los actos administrativos:

(...).
1. Objeto o contenido.- Los actos administrativos deben expresar su respectivo objeto, de tal modo que pueda determinarse inequívocamente sus efectos jurídicos. Su contenido se ajustará a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico, debiendo ser lícito, preciso, posible física y jurídicamente, y comprender las cuestiones surgidas de la motivación.

19 Según consta en su escrito de denuncia, en fojas 2 y 3 del expediente.

20 Texto Único Ordenado de la Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Decreto Supremo 004-2019-JUS. Artículo 227. - Resolución. (...).
227.2 Constatada la existencia de una causal de nulidad, la autoridad, además de la declaración de nulidad, resolverá sobre el fondo del asunto, de contarse con los elementos suficientes para ello. Cuando no sea posible pronunciarse sobre el fondo del asunto, se dispondrá la reposición del procedimiento al momento en que el vicio se produjo.

21 Al respecto, si bien la Secretaría Técnica de la Comisión imputó a Solimar como conducta infractora la referida a que habría remitido a la sociedad conyugal un contrato de compraventa que consignaba que el inmueble sería entregado el 31 de diciembre del 2019; es decir, con un plazo adicional al ofrecido inicialmente; cabe señalar que la denunciada no presentó descargos respecto de dicho extremo.

22 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 78.- Información mínima del contrato de compraventa.

78.1 Los proveedores deben establecer, implementar y mantener procedimientos para evidenciar que el contrato sea accesible y contenga como mínimo la siguiente información:

a. Identificación de las partes contratantes señalando sus respectivos domicilios legales.

b. Identificación del inmueble materia de venta.

c. Identificación de la partida registral del inmueble; en los casos de bien futuro, del inmueble matriz.

d. Área exclusiva y común, de ser el caso, medidas perimétricas, acabados del inmueble y las características relevantes del inmueble.

e. Precio de venta del inmueble ofertado.
f. Forma de pago y plazo.

g. Plazo, fecha o condiciones expresas de entrega del inmueble y penalidades por incumplimiento que se hubieran pactado.

h. Supuestos en los cuales se aplican penalidades y el monto de las mismas.

i. La obligación del vendedor de firmar todos los documentos que sean necesarios para perfeccionar la transferencia del inmueble.

j. Mecanismos para la solución de controversias.

(...).
23 Ver Resolución 657-2019/SPC-Indecopi del 11 de marzo del 2019.

24 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 114. - Medidas correctivas. Sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda al proveedor por una infracción al presente Código, el Indecopi puede dictar, en calidad de mandatos, medidas correctivas reparadoras y complementarias.

Las medidas correctivas reparadoras pueden dictarse a pedido de parte o de oficio, siempre y cuando sean expresamente informadas sobre esa posibilidad en la notificación de cargo al proveedor por la autoridad encargada del procedimiento.

Las medidas correctivas complementarias pueden dictarse de oficio o a pedido de parte.

25 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 115.- Medidas correctivas reparadoras.

115.1 Las medidas correctivas reparadoras tienen el objeto de resarcir las consecuencias patrimoniales directas e inmediatas ocasionadas al consumidor por la infracción administrativa a su estado anterior y pueden consistir en ordenar al proveedor infractor lo siguiente:

a. Reparar productos.

b. Cambiar productos por otros de idénticas o similares características, cuando la reparación no sea posible o no resulte razonable según las circunstancias.

c. Entregar un producto de idénticas características o, cuando esto no resulte posible, de similares características, en los supuestos de pérdida o deterioro atribuible al proveedor y siempre que exista interés del consumidor.

d. Cumplir con ejecutar la prestación u obligación asumida; y si esto no resulte posible o no sea razonable, otra de efectos equivalentes, incluyendo prestaciones dinerarias.

e. Cumplir con ejecutar otras prestaciones u obligaciones legales o convencionales a su cargo.

f. Devolver la contraprestación pagada por el consumidor, más los intereses legales correspondientes, cuando la reparación, reposición, o cumplimiento de la prestación u obligación, según sea el caso, no resulte posible o no sea razonable según las circunstancias.

g. En los supuestos de pagos indebidos o en exceso, devolver estos montos, más los intereses correspondientes.

h. Pagar los gastos incurridos por el consumidor para mitigar las consecuencias de la infracción administrativa.

i. Otras medidas reparadoras análogas de efectos equivalentes a las anteriores.

(...).
26 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 116.- Medidas correctivas complementarias. Las medidas correctivas complementarias tienen el objeto de revertir los efectos de la conducta infractora o evitar que esta se produzca nuevamente en el futuro y pueden ser, entre otras, las siguientes: a. Que el proveedor cumpla con atender la solicitud de información requerida por el consumidor, siempre que dicho requerimiento guarde relación con el producto adquirido o servicio contratado.

b. Declarar inexigibles las cláusulas que han sido identificadas como abusivas en el procedimiento.
c. El decomiso y destrucción de la mercadería, envases, envolturas o etiquetas.

d. En caso de infracciones muy graves y de reincidencia o reiterancia:

(i) Solicitar a la autoridad correspondiente la clausura temporal del establecimiento industrial, comercial o de servicios por un plazo máximo de seis (6) meses.

(ii) Solicitar a la autoridad competente la inhabilitación, temporal o permanente, del proveedor en función de los alcances de la infracción sancionada.

e. Publicación de avisos rectificatorios o informativos en la forma que determine el Indecopi, tomando en consideración los medios que resulten idóneos para revertir los efectos que el acto objeto de sanción ha ocasionado.

f. Cualquier otra medida correctiva que tenga el objeto de revertir los efectos de la conducta infractora o evitar que esta se produzca nuevamente en el futuro.

27 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 117.- Multas coercitivas por incumplimiento de mandatos.

Si el obligado a cumplir con un mandato del Indecopi respecto a una medida correctiva o a una medida cautelar no lo hace, se le impone una multa coercitiva no menor de una (1) Unidad Impositiva Tributaria, tratándose de una microempresa; en todos los otros supuestos se impone una multa no menor de tres (3) Unidades Impositivas Tributarias (UIT).

En caso de persistir el incumplimiento de cualquiera de los mandatos a que se refiere el primer párrafo, el órgano resolutivo puede imponer una nueva multa, duplicando sucesivamente el monto de la última multa impuesta hasta el límite de doscientas (200) Unidades Impositivas Tributarias (UIT). La multa que corresponda debe ser pagada dentro del plazo de cinco (5) días hábiles, vencido el cual se ordena su cobranza coactiva. No cabe la impugnación de las multas coercitivas previstas en el presente artículo.

28 Resolución 076-2017-Indecopi/COD. Aprueban Directiva 006-2017/DIR-COD-Indecopi denominada “Directiva que regula los procedimientos en materia de protección al consumidor previstos en el Código de Protección y Defensa del Consumidor”. 4.8. De las medidas correctivas.

En los supuestos en que el órgano resolutivo considere lo acordado por las partes durante la relación de consumo al dictar una o varias medidas correctivas; debe atender a que las mismas no contravengan las disposiciones recogidas en los Título II y III del Código referidos a los contratos de consumo y métodos comerciales abusivos.

En caso se ordenen medidas correctivas o medidas cautelares, la resolución final deberá apercibir al obligado, a presentar los medios probatorios que acrediten su cumplimiento en el plazo máximo de cinco (5) días hábiles, contado a partir del vencimiento del plazo que se otorga para cumplir el mandato; bajo apercibimiento de imponer una multa coercitiva conforme a lo establecido en el artículo 117 del código.

Si se produce el incumplimiento del mandato por parte del proveedor obligado, la administración, a fin de garantizar el cumplimiento de su decisión, actuará de oficio e impondrá multa coercitiva por incumplimiento de medida correctiva conforme a lo establecido en el numeral 4.11 de la presente directiva.
29 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 112.- Criterios de graduación de las sanciones administrativas. Al graduar la sanción, el Indecopi puede tener en consideración los siguientes criterios:

1. El beneficio ilícito esperado u obtenido por la realización de la infracción;

2. La probabilidad de detección de la infracción;

3. El daño resultante de la infracción;

4. Los efectos que la conducta infractora pueda haber generado en el mercado;

5. La naturaleza del perjuicio causado o grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores;

6. Otros criterios que, dependiendo del caso particular, se considere adecuado adoptar. (...)

30 Texto Único Ordenado de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS. Artículo 248.- Principios de la potestad sancionadora administrativa. La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios especiales: (...).
3. Razonabilidad.- Las autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas o asumir la sanción. Sin embargo, las sanciones a ser aplicadas deberán ser proporcionales al incumplimiento calificado como infracción, debiendo observar los siguientes criterios que en orden de prelación se señalan a efectos de su graduación:

a. La gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido;

b. EI perjuicio económico causado;

c. La repetición y/o continuidad en la comisión de la infracción;

d. Las circunstancias de la comisión de la infracción;

e. EI beneficio ilegalmente obtenido; y

f. La existencia o no de intencionalidad en la conducta del infractor.

31 Morón Urbina, Juan Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. 2da. Ed. Lima: Gaceta Jurídica., 2003, p. 514. “las autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas o asumir la sanción, sino su aspecto represivo carecería de sentido. Calificar o sancionar una conducta prohibida pero que genere alta rentabilidad con una sanción leve, es una invitación a transgredir la norma”.

32 Texto Único Ordenado de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General aprobado por Decreto Supremo 004-2019-JUS. Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo.

1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo: (...).
1.15. Principio de predictibilidad.- La autoridad administrativa deberá brindar a los administrados o sus representantes información veraz, completa y confiable sobre cada trámite, de modo tal que, a su inicio, el administrado pueda tener una conciencia bastante certera de cuál será el resultado final que se obtendrá. (...).
33 Ver Resolución 2827-2015/SPC-Indecopi del 9 de setiembre de 2015 y Resolución 0657-2019/SPC-Indecopi del 11 de marzo del 2019.

34 Decreto Legislativo 807. Ley Sobre Facultades, Normas y Organización del Indecopi.

Artículo 7°.- En cualquier procedimiento contencioso seguido ante el Indecopi, la comisión o dirección competente, además de imponer la sanción que corresponda, puede ordenar que el infractor asuma el pago de las costas y costos del proceso en que haya incurrido el denunciante o el Indecopi. En caso de incumplimiento de la orden de pago de costas y costos del proceso, cualquier comisión o dirección del Indecopi puede aplicar las multas de acuerdo a los criterios previstos en el artículo 118 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. Quien a sabiendas de la falsedad de la imputación o de la ausencia de motivo razonable denuncie a alguna persona natural o jurídica, atribuyéndole una infracción sancionable por cualquier órgano funcional del Indecopi, será sancionado con una multa de hasta cincuenta (50) Unidades Impositivas Tributarias (UIT) mediante resolución debidamente motivada. La sanción administrativa se aplica sin perjuicio de la sanción penal o de la indemnización por daños y perjuicios que corresponda.

35 Código Procesal Civil. Artículo 410.- Costas. Las costas están constituidas por las tasas judiciales, los honorarios de los órganos de auxilio judicial y los demás gastos judiciales realizados en el proceso.

36 Código Procesal Civil. Artículo 411.- Costos. Son costos del proceso el honorario del Abogado de la parte vencedora, más un cinco por ciento destinado al Colegio de Abogados del Distrito Judicial respectivo para su Fondo Mutual y para cubrir los honorarios de los Abogados en los casos de Auxilio Judicial.

37 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 119.- Registro de infracciones y sanciones.

El Indecopi lleva un registro de infracciones y sanciones a las disposiciones del presente Código con la finalidad de contribuir a la transparencia de las transacciones entre proveedores y consumidores y orientar a estos en la toma de sus decisiones de consumo. Los proveedores que sean sancionados mediante resolución firme en sede administrativa quedan automáticamente registrados por el lapso de cuatro (4) años contados a partir de la fecha de dicha resolución.

38 Ley 29203. Ley que crea la central de información de promotores inmobiliarios y/o empresas constructoras de unidades inmobiliarias. Artículo 1°.- De la creación de la Central de Información de Promotores Inmobiliarios y/o Empresas Constructoras de Unidades Inmobiliarias. Créase la Central de Información de Promotores Inmobiliarios y/o Empresas Constructoras de Unidades Inmobiliarias, cuya organización y funcionamiento estará a cargo del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento.

Artículo 2°.- Del objeto de la Central de Información de Promotores Inmobiliarios y/o Empresas Constructoras de Unidades Inmobiliarias. La Central a que se refiere el artículo 1° tiene como objetivo la recopilación, procesamiento y difusión de información sobre los antecedentes y evolución de los promotores inmobiliarios y/o empresas constructoras de unidades inmobiliarias, indicando el nombre de los accionistas, la frecuencia y calidad de las transacciones comerciales, la existencia de las sanciones impuestas, los indicadores de calidad o el cumplimiento de normas técnicas, y otros criterios de similar naturaleza que serán precisados por vía reglamentaria.

39 Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo N.° 004-2019-JUS.

Artículo 205.- Ejecución forzosa.
Para proceder a la ejecución forzosa de actos administrativos a través de sus propios órganos competentes, o de la Policía Nacional del Perú, la autoridad cumple las siguientes exigencias:

(...).
4. Que se haya requerido al administrado el cumplimiento espontáneo de la prestación, bajo apercibimiento de iniciar el medio coercitivo específicamente aplicable.
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